STJSL-S.J. – S.D. Nº 034/18.-

--En la Ciudad de San Luis, a veintiocho días del mes de febrero de dos mil dieciocho, se reúnen en Audiencia Pública los Señores Ministros Dres. LILIA ANA NOVILLO, MARTHA RAQUEL CORVALÁN y CARLOS ALBERTO COBO, Miembros del SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA, para dictar sentencia en los autos: “RECURSO DE CASACIÓN EN AUTOS "NÚÑEZ CARLOS DANIEL (DDO) - ANTÚNEZ DANIEL ARMANDO (DAM) - HOMICIDIO CULPOSO – GS” – IURIX EXP INC Nº 60894/1.-

Conforme al sorteo practicado oportunamente, con arreglo a lo que dispone el artículo 268 del Código Procesal, Civil y Comercial, se procede a la votación en el siguiente orden: Dres. CARLOS ALBERTO COBO, LILIA ANA NOVILLO y MARTHA RAQUEL CORVALÁN.-            
Las cuestiones formuladas y sometidas a decisión son:
I) ¿Es formalmente procedente el Recurso de Casación?
II) ¿Existe en el fallo recurrido alguna de las causales enumeradas en el Art. 428 del Código Procesal Criminal?
III) ¿En caso afirmativo la cuestión anterior, ¿Cuál es la ley a aplicarse o la interpretación que debe hacerse del caso en estudio?
IV) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio?
V) ¿Cuál sobre las costas?

A LA PRIMERA CUESTIÓN, el Dr. CARLOS ALBERTO COBO, dijo: 1) Que a fs. sub 1, la defensa técnica de Carlos Daniel Núñez interpone recurso de casación en contra de la sentencia dictada por la Excma. Cámara  Penal N° 2 de la Primera Circunscripción Judicial del día 24 de noviembre de 2015. Fundamenta el mismo, a fs. sub 4/sub 13 vta.

Que corresponde en esta primera cuestión, efectuar el análisis pertinente a los fines de determinar, si se ha dado cumplimiento con los requisitos establecidos por la normativa vigente, en punto a la admisibilidad del recurso en cuestión.

Que del estudio de las constancias de la causa surge, que el medio recursivo intentado ha observado los plazos del art. 430 del C.P. Crim., por cuanto la sentencia fue notificada en fecha 30/11/2015 y el recurso interpuesto y fundado el 30/11/2015 y 16/12/2015 respectivamente, encontrándose el recurrente, exento de formalizar el depósito conforme al art. 431 del C.P. Crim.

Asimismo, se ataca una sentencia definitiva, dictada por la Cámara en una causa penal, lo que conlleva a la admisibilidad formal del recurso intentado.

 Por ello, VOTO a esta PRIMERA CUESTIÓN por la AFIRMATIVA.
Los Señores Ministros, Dres. LILIA ANA NOVILLO y MARTHA RAQUEL CORVALÁN comparten lo expresado por la Sr. Ministro, Dr. CARLOS ALBERTO COBO y votan en igual sentido a esta PRIMERA CUESTIÓN.
A LA SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN, el Dr. CARLOS ALBERTO COBO, dijo: 1)  Que de los antecedentes de la causa surge, que el Tribunal Oral, por sentencia del 24/11/2015, resolvió DECLARAR CULPABLE como autor material y penalmente responsable del delito de HOMICIDIO CULPOSO, (art. 84 en relación al 45, ambos del Código Penal), que fuera materia de acusación fiscal y en consecuencia, CONDENAR a CARLOS DANIEL NÚÑEZ, a sufrir la PENA de DOS AÑOS y SEIS MESES DE PRISIÓN EN SUSPENSO en los términos del art. 25 del Código Penal, e INHABILITACIÓN ESPECIAL POR CINCO AÑOS PARA CONDUCIR AUTOMOTORES, accesorias legales y costas procesales. 
Que en la fundamentación, la defensa formula diversas disquisiciones respecto al medio recursivo intentado y en lo sustancial, plantea como primer agravio, el “VICIO EN LA VALORACIÒN DE LA PRUEBA”. Aquí, particularmente, cuestiona la omisión de testigos señalando, que el acta no fue subida al sistema IURIX. Transcribe diversos extractos de la declaración de los testigos Ochoa, Parrilla, Ingollingo, Villegas y Núñez y concluye en que el juez de sentencia valoró declaraciones de los hechos que nunca dijeron los testigos, dado que de las declaraciones referidas no surge –tal como refiere la sentencia- que la camioneta haya salido acelerando, y al frenar cayera el Sr. Antúnez. Destaca la falta de racionalidad y la motivación aparente del fallo.
Como segundo agravio, plantea la INEXISTENCIA DEL ACTA DEL JUICIO ORAL, solicitando a este Tribunal, que declare nulo el proceso, ya que la misma es parte necesaria de la sentencia, parte del acto iudicatorial  porque allí queda sentado el real debate del proceso, la prueba incorporada, las declaraciones de los testigos y de peritos, el reconocimiento de lugares, los alegatos, etc. Señala, va ínsita en ella, el principio de inmediación.
Refiere como tercer agravio, la FALTA DE VALORACIÒN DE LA CONDUCTA RIESGOSA DE LA VÍCTIMA y asevera, que el resultado lesivo se produce por la introducción del riesgo prohibido de Antúnez, que al no guardar el deber de cuidado de elementales normas físicas, sobrepasó el riesgo permitido. Destaca, que del examen del pronunciamiento impugnado y del cotejo de la plataforma fáctica fijada en la sentencia, con la atribución de responsabilidad penal al imputado por el hecho juzgado, no resulta nada claro y coloca en duda la conducta de Núñez, que en ningún momento intentó hacer un chiste, sino que se vio sobrepasado por la conducta impensada de Antúnez. En el punto, ilustra sobre la imputación objetiva y sus niveles y concluye en que la sentencia dictada por la Excma. Cámara  Penal 2, solo encuentra un pobre fundamento para condenar a Núñez.
Finalmente, se agravia de la FALTA DE ACUSASIÓN DEL MINISTERIO FISCAL y señala que ante ello, corresponde que el imputado sea absuelto lisa y llanamente.

2) Mediante actuación N° 7120952 de fecha 28/04/2017, contesta vista el Sr. Procurador General propiciando el rechazo del recurso, en orden a los fundamentos que expone y que tengo por reproducidos en honor a la brevedad.

3) Que mediante actuación N° 7517925 de fecha 14/07/2017, el Fiscal de Cámara contesta traslado en los términos del art. 434 del C.P. Crim. manifestando, que debe hacerse lugar al recurso de casación.
4) Que pasados los autos a dictar sentencia, mediante providencia firme y consentida, corresponde entrar en el tratamiento sustancial de la impugnación, no sin antes recordar, que con el alcance del nuevo recurso de casación surgido de la Corte Suprema en “Casal”, después de la reforma constitucional de 1994, y teniendo en cuenta la jurisprudencia internacional, todo condenado tiene derecho a recurrir la sentencia, para que un tribunal superior revise íntegramente, los fundamentos del fallo, incluidos los que hacen a la prueba del hecho, con el único límite de los que están íntimamente ligados a la inmediación real.

Bajo tal lineamiento, anticipo que comparto en un todo los fundamentos expuestos por el Sr. Procurador General en su profuso dictamen (actuación N° 7120952 de fecha 28/04/2017) y por ello considero que el recurso en estudio debe ser rechazado.

En efecto, entiendo que el decisorio se encuentra debidamente fundado y que el tribunal de juicio ha formulado una lógica construcción jurídica, basándose en los testimonios rendidos en la causa, que fueron racional y prudentemente merituados (declaraciones testimoniales de Oscar Federico Ochoa, Damián Jesús Cayetano Parrilla, Ivana Vanesa Lucero y Cintia Ayelén Villegas). Particularmente, en cuanto a la mecánica del hecho, el tribunal explicó porque valoró los testimonios de Ochoa y Parrilla y dijo: “quienes por una cuestión de haber participado de la charla, de proximidad al arranque del vehículo y de asistencia al damnificado, sumado a la claridad y amplia explicación de los hechos los que fueron percibidos a través de sus sentidos, merecen total poder convictito.”

En este orden se impone señalar, que el Superior Tribunal de Justicia como tribunal de casación, puede analizar que el contenido de las declaraciones testimoniales recibidas en el debate, hayan sido valoradas fundadamente de acuerdo a las reglas de la sana crítica racional, pero en modo alguno, verificar qué impresión ha causado en el ánimo de los jueces que las han presenciado y escuchado, por cuanto se trata de una percepción propia, relativa a lo acontecido en el debate oral.
Así cabe hacer notar, que el análisis en casación no puede superar el vallado de la inmediación, que encuentra su máxima expresión en el debate, tarea propia del “a quo”. Más aún, para el supuesto de declaraciones recibidas en el debate cabe recordar, que no es posible por la vía casatoria, invalidar las impresiones personales, producidas en el ánimo del juzgador, al observar la declaración de los testigos, salvo que se demuestre su contradicción con las reglas de la lógica, el sentido común, el conocimiento científico o las que rigen el entendimiento humano” (Superior Tribunal de Justicia de la Provincia de Corrientes • 03/03/2017 • G., J. R. s/ amenazas con armas - capital • LLLitoral 2017 (septiembre) , 10  • AR/JUR/8084/2017).

“…el Tribunal de mérito es soberano en cuanto al valor que le otorga a cada elemento de prueba a condición de que su apreciación sea respetuosa de las reglas de la sana crítica racional.” (Superior Tribunal de Justicia, Corrientes. R., E. J. s. Abuso sexual calificado por la condición del agente y por la situación de convivencia; 03-ago-2016; Rubinzal Online; RC J 6356/16)
“La función del Tribunal de Casación comporta, en primer lugar, la supervisión de que la actividad probatoria se ha practicado con las garantías necesarias para su adecuada valoración y para la preservación del derecho de defensa; después corresponde comprobar que el órgano de enjuiciamiento haya expuesto las razones que le han conducido a constatar el relato de hechos probados a partir de la actividad probatoria practicada; por último, no es función del órgano de casación volver a valorar la prueba sino que se constriñe a la de supervisar externamente la razonabilidad del discurso que une la actividad porbatoria y el relato fáctico resultante, es decir, no consiste en enjuiciar el resultado alcanzado sino el control externo del razonamiento lógico seguido para llegar a él”. (Tribunal de Casación Penal de la Provincia de Buenos Aires, Sala II, 29/06/2006, "V.,M. s/ Recurso de casación", c. 18986, jueces: MAHIQUES (SD), Celesia. www.scba.gov.ar).
En suma, el recurrente sostiene, que la conclusión del Tribunal es errática, pero no hace esfuerzo alguno para demostrar, que aquél ha incurrido en vicio lógico al momento de la valoración, o confrontación de los elementos de prueba, que a mi criterio, no dejan dudas respecto al acontecimiento fáctico como a su encuadre jurídico.
Que en relación al segundo agravio, y habida cuenta que el acta de debate luce agregada a fs. 496/521 vta. de autos: “NÚÑEZ CARLOS DANIEL (DDO) ANTÚNEZ DANIEL ARMANDO (DAM) – HOMICIDIO CULPOSO – GS.” Expte. PEX 60894/9, y asimismo, en sistema mediante actuación N° 4913804, se impone su rechazo.
Por su parte, el agravio referido a la falta de valoración de la conducta de la víctima carece de relevancia, por cuanto el fallo atacado, luego de analizar el comportamiento del imputado Carlos Daniel Núñez, considero de modo indubitable, que el mismo fue imprudente, riesgoso, peligroso, atrevido, descuidado, displicente, en rigor, causante del resultado mortal. En términos de la sentencia: “... en relación a la mecánica del hecho, se desprende con meridiana claridad que sus protagonistas actuaron en un marco en el que Núñez no quiso matar ni tampoco pretendió directa, indirecta o eventualmente lesionar a su amigo Daniel Antúnez, sino que por el contrario el resultado mortal es producto de la violación de una regla de prudencia que estaba obligado a respetar en resguardo de la integridad física de Antúnez. Cabe agregar que la conducta de Carlos Daniel Núñez, queda atrapada en la figura del Homicidio Culposo en los términos del art. 84, segundo párrafo del Código Penal, en relación al art. 45 del mismo cuerpo legal, toda vez que su comportamiento fue imprudente por reunir las características que lo determinan es decir, fue riesgoso, peligroso, atrevido, descuidado, displicente, concluyendo en el trágico final por el cual se produjo el deceso de su amigo Daniel Antúnez.”
Finalmente, sobre la falta de acusación del Ministerio Fiscal, que el recurrente alega en orden a lograr la absolución lisa y llana de su defendido, comparto los fundamentos expuestos por el Sr. Procurador General puesto que: “Los principios procesales que reconocen raigambre constitucional sólo exigen que a una sentencia preceda una acusación. Una correcta acusación es el presupuesto de un debate válido y conforme la estructura de nuestro juicio penal recibida del derecho continental europeo, el juicio oral y público tiene por misión valorar esa acusación -que abrió el juicio- según el contenido del debate... Por lo tanto, la requisitoria de elevación a juicio es la acusación indispensable para garantizar el debido proceso legal. Que por el contrario, los alegatos no revisten ese carácter, éstos no modifican el objeto procesal: allí simplemente las partes exponen sus conclusiones sobre las pruebas incorporadas en el debate, actividad que se diferencia claramente de la de acusar. Los informes finales -Plädoyer- sólo tienen por misión permitir a las partes una valoración del contenido del debate, antes de que se dicte sentencia, como facultad otorgada a aquéllas para influir sobre la voluntad del juzgador, quien conserva el poder de decisión sobre la procedencia o improcedencia de la acusación -imputación del hecho delictivo- contendida en el requerimiento fiscal de elevación a juicio…”. Que es por ello, que admitir en el "sub lite" que la mera abstención del fiscal, en el acto postrero del debate -existiendo ya una acusación válida- importa un límite absoluto a la facultad jurisdiccional para dictar la condena, implica -como ya se señaló- desconocer el alcance, que el principio de la oficialidad posee en nuestro sistema de enjuiciamiento penal. En efecto, si el pedido absolutorio fuera inexorable para el tribunal, ello implicaría la arrogación del ámbito de la decisión jurisdiccional, que la Constitución asigna a un poder distinto e independiente.” (del voto del Dr. Fayt. CSJN, Marcilese, Pedro J. y otro.15/08/2002. Fallos: 25:200. AR/JUR/3701/2002).

Por todo ello, y habida cuenta que la sentencia se encuentra debidamente fundada, con basamento en las pruebas rendidas en la causa apreciadas conforme a las reglas de la sana crítica racional, corresponde rechazar el recurso de casación y VOTAR a estas SEGUNDA y TERCERA CUESTIONES por la NEGATIVA. 
Los Señores Ministros, Dres. LILIA ANA NOVILLO y MARTHA RAQUEL CORVALÁN comparten lo expresado por la Sr. Ministro, Dr. CARLOS ALBERTO COBO y votan en igual sentido a estas SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN.
A LA CUARTA CUESTIÓN, el Dr. CARLOS ALBERTO COBO, dijo: Que atento como han sido votadas las cuestiones anteriores, corresponde RECHAZAR el Recurso de Casación interpuesto. ASI LO VOTO.
///…

Los Señores Ministros, Dres. LILIA ANA NOVILLO y MARTHA RAQUEL CORVALÁN comparten lo expresado por la Sr. Ministro, Dr. CARLOS ALBERTO COBO y votan en igual sentido a esta CUARTA CUESTIÓN.
A LA QUINTA CUESTIÓN el Dr. CARLOS ALBERTO COBO, dijo: Las costas se aplican al vencido. ASI LO VOTO.
Los Señores Ministros, Dres. LILIA ANA NOVILLO y MARTHA RAQUEL CORVALÁN comparten lo expresado por la Sr. Ministro, Dr. CARLOS ALBERTO COBO y votan en igual sentido a esta QUINTA CUESTIÓN.
Con lo que se da por finalizado el acto, disponiendo los Sres. Ministros la Sentencia que va a continuación:

San Luis, veintiocho de febrero de dos mil dieciocho.-

Y VISTOS: En mérito al resultado obtenido en la votación del Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: I) RECHAZAR el Recurso de Casación interpuesto.-

II) Costas al vencido.-
REGÍSTRESE y NOTIFÍQUESE.- 

La presente Resolución se encuentra firmada digitalmente por los Sres. Ministros del Superior Tribunal de Justicia, Dres. LILIA ANA NOVILLO, MARTHA RAQUEL CORVALÁN  y CARLOS ALBERTO COBO, en el sistema de Gestión Informático del Poder Judicial de la Provincia de San Luis.- 
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